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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, DESARROLLO RURAL Y MARÍTIMO SOBRE EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.910, ORGÁNICA DEL INSTITUTO DE DESARROLLO AGROPECUARIO.

BOLETÍN Nº 574-01

HONORABLE CÁMARA:


Vuestra Comisión de Agricultura, Desarrollo Rural y Marítimo pasa a informaros sobre el proyecto de ley, iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, que tiene por objeto modificar la ley Nº 18.910, Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario.


S.E. el Presidente de la República, en uso de las facultades que le confieren el artículo 71 de la Constitución Política de la República y los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, hizo presente la urgencia, la que calificó de “simple” para el despacho del proyecto en todos sus trámites constitucionales.


Con fecha 29 de enero de 1992, S.E. el Presidente de la República dispuso el retiro de la urgencia, mediante oficio del cual se dio cuenta en la sesión 50ª de la Honorable Cámara.


En la sesión 66ª, celebrada con fecha 15 de abril de 1992, la H. Cámara de Diputados tomó conocimiento de un oficio mediante el cual el Supremo Gobierno calificó una nueva urgencia para el despacho de esta iniciativa, en el carácter de “simple” en todos sus trámites constitucionales, incluidos los que correspondiere cumplir en el H. Senado.


Con fecha 12 de mayo de 1992, S.E. resolvió retirar la urgencia hecha presente al proyecto.


Durante el estudio de esta iniciativa, vuestra Comisión contó con la asistencia y la colaboración del señor Ministro de Agricultura, don Juan Agustín Figueroa Yávar; del señor Subsecretario de Agricultura, don Maximiliano Cox Balmaceda; del Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario, don Hugo Ortega Tello; de los asesores legislativos de esa Secretaría de Estado, abogados señores Francisco Zúñiga y Sebastián Hamel, y del ingeniero forestal de esa Subsecretaría de Agricultura, don Ignacio Silva.


Asistieron, además de los miembros de la Comisión, los Diputados señores Álvarez-Salamanca, Gajardo, Hamuy, Latorre y Ramírez, don Gustavo.

ANTECEDENTES GENERALES


El Instituto de Desarrollo Agropecuario -INDAP- es un servicio descentralizado, dependiente del Ministerio de Agricultura y cuya finalidad central es promover y apoyar el desarrollo económico, social y cultural de los campesinos.  Específicamente, le corresponde promover el desarrollo económico y tecnológico de los pequeños productores agrícolas, cooperativas, artesanos y agroindustrias en zonas rurales, otorgando asistencia técnica gratuita u onerosa, con el fin de elevar su capacidad empresarial, optimizar el uso de sus recursos productivos y apoyar su integración al proceso de desarrollo rural y nacional.


El Instituto, conjuntamente con la Corporación de la Reforma Agraria, nació en 1962, en virtud de la ley Nº 15.020, como un organismo de asistencia técnica y crediticia para los medianos y pequeños agricultores.  Se encuentra integrado al Sistema de Administración Financiera del Estado, en conformidad al artículo 2º del D.L. Nº 1.263 (Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado).


Se organiza en torno de una sede central, donde se ubican la Dirección Nacional con sus departamentos especializados.  A lo largo del país, opera a través de oficinas regionales (una en cada Región), dividiéndose cada una de ellas en oficinas de área.


Actualmente, INDAP dispone, además de la sede central, de doce oficinas regionales y ochenta y cuatro oficinas de área.

COMENTARIO SOBRE LA NORMATIVA VIGENTE


La ley Nº 18.910, publicada en el Diario Oficial de 3 de febrero de 1990, que sustituyó a la ley orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, consta de dos artículos permanentes:


Por el artículo 1º, “sustituye la ley Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, contenida en el DFL. RRA. Nº 12, de 1963, del Ministerio de Hacienda, cuyo texto coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo Nº 43, de 1968, del Ministerio de Agricultura.


Por el artículo 2º, deroga el DFL. RRA. Nº 12, de 1963, del Ministerio de Hacienda, cuyo texto coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo Nº 43, de 1968,  del Ministerio de Agricultura, y todas las normas legales y reglamentarias referentes al Instituto de Desarrollo Agropecuario que sean incompatibles con las disposiciones de la presente ley, lo que no alterará en manera alguna la existencia, patrimonio, derechos y obligaciones del Instituto de Desarrollo Agropecuario.


El artículo 1º de la ley Nº 18.910 consta de cuatro párrafos, a saber:

Párrafo I

De la naturaleza, objetivos y facultades del servicio.  (Artículos 1º, 2º y 3º)


En el artículo 1º de este párrafo, se establece:  “El Instituto de Desarrollo Agropecuario, IDAP, es un servicio funcionalmente descentralizado, de duración indefinida, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena capacidad para adquirir, ejercer derechos y contraer obligaciones, el cual estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Agricultura.


Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los domicilios especiales que pueda establecer.”


El artículo 2º determina el objeto del Instituto.


El artículo 3º señala las funciones del Instituto.

Párrafo II

De la Organización y Administración.  (Artículos 4º, 5º y 6º)


En el artículo 4º, se dispone que “La Dirección Superior y la administración del Instituto corresponderán al Director Nacional, quien tendrá la representación judicial y extrajudicial del mismo y será el Jefe Superior del Servicio.”


El artículo 5º determina las funciones del Director Nacional.


El artículo 6º establece que en cada Región del país existirá un Director Regional, con sus respectivas funciones y atribuciones.

Párrafo III

Del patrimonio.  (Artículo 7º)


El artículo 7º señala que “El patrimonio del Servicio estará conformado por: 1) Todos los bienes muebles e inmuebles que posea o se encuentren en su dominio o adquiera a cualquier título; 2) Los aportes y subvenciones que se consulten en la ley de Presupuestos o en leyes especiales, y 3) Los frutos naturales o civiles de sus bienes y recursos.”

Párrafo IV

Disposiciones Generales.  (Artículos 8º al 14º)

Esta normativa se refiere a los créditos que otorgue el Instituto (artículo 8º); a la exención del impuesto territorial de los bienes raíces del Instituto (artículo 9º); a las liquidaciones de las obligaciones a favor del Instituto, provenientes de los créditos que se hayan hecho exigibles (artículo 10); a los procedimientos por utilizar en las escrituras de constitución de hipotecas en que sea parte el Instituto (artículo 11); a la dependencia del Estatuto Administrativo y al régimen de remuneraciones y previsional del personal del Instituto (artículo 12); a las definiciones aplicables a la acción del Instituto (artículo 13), y a las menciones que se entenderán referidas al Director Nacional del Servicio (artículo 14).

I. IDEAS MATRICES.

El propósito que motiva a S.E. el Presidente de la República para proponer esta iniciativa consiste en habilitar al Instituto de Desarrollo Agropecuario para que su actual acción en el ámbito del desarrollo económico y tecnológico de los pequeños productores agrícolas se extienda también al sector campesino y sus grupos familiares, incluido, además, el apoyo en materias de desarrollo social y cultural.

Para ello, se amplían los objetivos, funciones y atribuciones del INDAP, contenidas en la ley Nº 18.910.

FUNDAMENTOS


Señala el mensaje que, considerando diversos estudios efectuados sobre la pobreza en Chile, se ha concluido que el medio rural ofrece, a quienes allí habitan, peores condiciones de vida y menores oportunidades que las que suelen encontrarse en las concentraciones urbanas.  Por estas consideraciones, ha dispuesto dar prioridad a las acciones destinadas a disminuir la pobreza rural, que alcanza aproximadamente a dos millones de habitantes, entre los que se hallan alrededor de 150 mil familias de minifundistas y 400 mil trabajadores temporales.


Las modificaciones propuestas en el mensaje de S.E. el Presidente de la República reformulan las funciones del Instituto, con el objeto de extender a los campesinos y a sus organizaciones la asistencia crediticia, técnica y la capacitación que otorga actualmente el INDAP a los pequeños productores agrícolas.


En lo relativo a la asistencia crediticia, ésta se amplía al financiamiento para la instalación de servicios básicos en la vivienda rural (luz, agua, alcantarillado).  La capacitación se extiende a materias sociales y culturales.


Se pretende que el Instituto de Desarrollo Agropecuario pueda constituirse en el principal servicio de apoyo al desarrollo rural.  Al efecto, por la normativa propuesta, se permite al Instituto formular, coordinar y ejecutar programas de desarrollo o prestar asistencia técnica y crediticia  en la formulación o ejecución de dichos programas y, especialmente, en lo relativo al mejoramiento de los canales de comercialización y acceso al consumo e industrialización.  Asimismo, se habilita al Instituto para otorgar subsidios con fines productivos, obras de bienestar rural o atender situaciones de emergencia en el sector rural.


Se confiere al Director Nacional la posibilidad de conceder los subsidios que, para el sector rural, determine la ley de Presupuestos.  Asimismo, se le otorga mayor capacidad de contratación con el sector público o el privado, o con instituciones nacionales o extranjeras, para el logro de los objetivos de esta Institución, así como la facultad de administrar recursos que particulares aporten al Instituto bajo la modalidad de fondos adscritos a un programa determinado.


Se autoriza al Servicio para manejar los recursos aportados por los particulares en cuentas especiales y formar inventarios de los bienes adquiridos con tales recursos de manera independiente de las cuentas y bienes que integran su patrimonio, de modo de mantener un control de los recursos de organizaciones internacionales que financien programas específicos que beneficien a la comunidad rural.


Se efectúan algunas modificaciones con el objeto de igualar los beneficios que otorga el Instituto con aquéllas que aplican las instituciones financieras en sus operaciones, con el objeto de permitir la recuperación efectiva de los créditos concedidos, y se agrega la definición de “campesino” para los efectos de esta ley.

***************

Disposiciones legales que el proyecto en informe modifica o sustituye.


Son los artículos 2º, 3º, 5º, 8º, 10 y 13, contenidos en el artículo 1º de la ley Nº 18.910.

COMENTARIO SOBRE EL ARTICULADO DEL PROYECTO.


El artículo único del proyecto que modifica la ley Nº 18.910, Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, contiene las letras A, B, C, D, E y F.


Letra A.- Se sustituye el artículo 2º, con el objeto de ampliar los objetivos del Instituto de Desarrollo Agropecuario, considerando los aspectos social y cultural y extendiendo su acción a los “campesinos”.


Letra B.-  Sustituye el artículo 3º, con la finalidad de reformular las funciones del Instituto, extendiéndolas a los campesinos y a sus organizaciones, a fin de asumir la responsabilidad de constituirse en el principal servicio de apoyo al desarrollo rural.


Letra C.-  Sustituye las letras e), h) e i) del artículo 5º, con el objeto de conferir al Director Nacional la atribución de conceder subsidios o subvenciones que autorice la ley de Presupuestos, para celebrar toda clase de convenciones con personas naturales o jurídicas, de derecho público o privado, nacionales o extranjeras, desarrollar programas de trabajo o realizar estudios técnicos o de factibilidad, relacionados con sus fines y objetivos, y para administrar los bienes y recursos del Servicio, respectivamente.


Letra D.-  Reemplaza el artículo 8º, con el propósito de establecer que los créditos que otorgue el Instituto lo serán en las mismas condiciones en que los conceden bancos e instituciones financieras.


Letra E.-  Reemplaza el inciso primero del artículo 10, con el fin de dar mérito ejecutivo a las liquidaciones practicadas por el Director Nacional, provenientes de las obligaciones a favor del Instituto de los créditos que se hayan hecho exigibles, pudiendo el Director Nacional delegar esta función en funcionarios del mismo.


Letra F.-  Intercala, en el artículo 13, entre las definiciones de “pequeño productor agrícola” y de “hectárea de riego básica”, la definición de “campesino”, asimilando sus condiciones económicas a un pequeño productor agrícola.

II.  ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


De acuerdo con lo preceptuado en el Nº 2 del artículo 286 del Reglamento Interno de la Corporación, ninguna disposición del proyecto fue calificada con ese carácter por la Comisión.

III.  PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.

Además de contar con la asistencia y la colaboración del Ministro del ramo, del Subsecretario y del Director de INDAP, vuestra Comisión conoció la opinión de las siguientes personas, representantes de las instituciones y organismos no gubernamentales, relacionados con la actividad agrícola del país, a saber:

Don Raúl García Astaburuaga, Secretario General de la Sociedad Nacional de Agricultura.

Don Francisco León Tobar, Presidente del Movimiento Unitario Campesino y Etnia de Chile (MUCECH).

Don Omar Jofré Fuentes, Presidente de la Confederación Nacional de Asociaciones Gremiales Campesinas y de Organizaciones de Pequeños Productores de Chile y Vicepresidente de MUCECH.

Don Antonio Molina Mendoza, Presidente de la Confederación Nacional de la Agrupación Familiar Campesina “La Voz del Campo”.

Don Oscar Valladares, Presidente de la Confederación “Unidad Obrera Campesina”.

Don Santiago Carvajal, Presidente de la Federación Sindical “Sargento Candelaria” y Secretario General de la Comisión Nacional Campesina.

Don Gabriel Larraín, Director Ejecutivo del Instituto de Educación Rural (IER).

Don Francisco González del Río, Director de AGRARIA (Asesoría Profesional Agraria).

Don Erich Schmidt Yáñez, Director Ejecutivo del Instituto de Promoción Agraria (INPROA).

Durante su intervención en la Comisión, el Ministro de Agricultura, apoyado en su argumentación por el Subsecretario del ramo y el Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario, dio a conocer los aspectos relevantes de la iniciativa, señalando que su fundamento principal es adecuar la estructura del Instituto de Desarrollo Agropecuario a los requerimientos que se plantean en la programación diseñada para combatir la extrema pobreza rural y para desarrollar una correcta inserción de os pequeños productores agrícolas en una  concepción de agricultura moderna.  Destacó que el Instituto de Desarrollo Agropecuario debe ser una efectiva palanca de progreso para todo el sector campesino, sin discriminación de índole alguna.

El Instituto de Desarrollo Agropecuario carecía de atribuciones cuando asumió este Gobierno.  Le habían sido cercenadas y estaba restringido a atender sólo aun reducido sector, el de los pequeños propietarios agrícolas, en las áreas crediticia y de asistencia técnica.

Actualmente, INDAP sólo tiene atribuciones para resolver sobre parte del proceso productivo primario del pequeño agricultor.  Este organismo no puede siquiera intentar diseñar programas de acción de apoyo poscosecha.

En su ley orgánica vigente existen referencias específicas que le otorgan capacidad para iniciar acciones en el orden económico; pero no se le otorgan atribuciones para contribuir al desarrollo organizacional ni a la capacitación de los pequeños agricultores.

Mejorar la capacidad de competencia de mercado, incorporar tecnologías para obtener mejores productos o nuevas producciones silvoagropecuarias, no se contemplan en la legislación actual.

La única posibilidad que tienen los pequeños agricultores para elevar sus niveles de mercado es asociarse con los agroindustriales, lo que los hace, necesariamente, dependientes.

Hay factores -como las diferentes calidades de recursos naturales de que disponen; la atomización de su organización; el obligado sometimiento a la fluctuación de precios del mercado único al que pueden ingresar- que constituyen obstáculos insalvables para que los campesinos puedan alcanzar mejores niveles de vida o, más aún, de incorporarse a la modernización.  La única alternativa para modificar las condiciones actuales radica en contar con un organismo que proporcione los medios para enfrentar técnicamente estas deficiencias, que capacite a los pequeños productores en gestión empresarial, administrativa, contable y en formación jurídica específica, atributos que la ley Nº 18.910 no proporciona al INDAP.

***************


Por su parte, el Director de INDAP destacó que e hombre y la mujer campesinos se identifican plenamente con su tierra y, pese a tener años negativos en lo productivo, seguirán sintiéndose parte e integrante de ella.

La agricultura campesina establece una relación hombre-tierra muy distinta de la que se produce en el quehacer de la agricultura comercial.

El atractivo para el hombre acaudalado o de formación empresarial es la rentabilidad que puede producirle la tierra; en cambio, la caracterología de la agricultura familiar provoca conductas de vida y otorga un modus vivendi para los integrantes del núcleo campesino agrícola.

INDAP pretende coordinar líneas conducentes al logro del desarrollo sectorial, sin que ello signifique convertirlo en un ente público que asuma funciones asignadas a otras instituciones.

Se busca sólo ampliar la efectividad de INDAP, otorgándole mayores atribuciones.  Sin embargo, pese a sus limitadas atribuciones, INDAP, en el curso de los dos años de la actual Administración, ha duplicado la atención del número de campesinos, con un incremento de sólo un diez por ciento de su dotación funcionaria.  Inicialmente, la planta de INDAP disponía de 850 personas y, en la actualidad, su dotación es de 1.000 personas.

Destacó que hoy en día INDAP desarrolla dos programas centrales: uno, relativo a la transferencia tecnológica y otro, destinado al apoyo financiero.

El de transferencia tecnológica se efectúa con participación de empresas privadas, entre las que se destacan organizaciones de profesionales, organismos no gubernamentales y organizaciones campesinas.

Con recursos obtenidos mediante la legislación actual, efectivamente, se está procurando poner en marcha un programa de transferencia tecnológica (PTT) y de apoyo financiero en beneficio del mundo campesino.  Se ha extendido el campo de acción en esta actividad, aumentando de 72 empresas, que operaban en 1990, a 142, que lo hacen en el curso de 1992.

En lo relativo a aporte crediticio, se ha aumentado hasta más allá del 50% de beneficiarios atendidos en el inicio de esta gestión gubernativa.

A comienzos de este Gobierno, se recibió una cobertura de atención para 22.000 pequeños agricultores.  Actualmente, con el mayor aporte presupuestario aprobado por el Congreso Nacional, se atiende a 43.000 campesinos.  Sin embargo, tal prestación es insignificante si se considera el universo potencial que debe ser atendido.  Sólo podrá lograrse una mayor y mejor cobertura de servicios, tanto en número de campesinos como en calidad de ellos, cuando INDAP recupere sus atribuciones.

INDAP acaba de suscribir un convenio con el Banco Interamericano de Desarrollo -BID- por un crédito de noventa y cinco millones de dólares, el cual será ratificado por el Directorio del Banco, probablemente en el mes de junio de 1992.  Este préstamo se invertirá en programas destinados a incrementar asistencia técnica y líneas de crédito, al enriquecimiento orgánico de INDAP, a optimizar su eficacia y eficiencia y a fortalecer las líneas de estructuración organizacional que ha diseñado  el Ministerio de Bienes Nacionales.  La planificación destinada a labores operativas de INDAP debería resolverse, en gran medida, con este aporte.

Por otra parte, el convenio firmado con el BID permitirá perfeccionar al personal de INDAP, renovar diseños de programas de transferencia tecnológica y aumentar la capacidad de líneas crediticias.  En esta modernización está incluido el sector privado, como universidades, instituciones no gubernamentales y agencias especializadas.

Se contempla un ítem para procesar programas de evaluación, lo que garantizará correcciones y mejoramiento de los proyectos en ejecución.

En línea de créditos, se podrán financiar procesos poscosecha; orientar la comercialización de productos; mejorar conexiones con el mercado; establecer agroindustrias, que permitan procesar y comercializar los productos, etc.  Actualmente, no se pueden abarcar estas áreas.  La Contraloría General ha rechazado algunos programas, porque en la legislación vigente no se contempla esa alternativa.

Para el cumplimiento de estos fines, se propone facultar a INDAP para poner en práctica diversas formas de reajustabilidad de los créditos concedidos, tal como lo hace la banca privada.

La gestión que se intenta introducir consiste en agregar otros componentes de capacitación a los campesinos, que les proporcione perfeccionamiento en gestión de mercado, dominio de nuevos rubros de producción rentable, gestión empresarial y nociones de registros contables, y que los habilite en técnicas de toma de decisiones, relativas al funcionamiento de su año agrícola.

***************


El Secretario General de la Sociedad Nacional de Agricultura, señor Raúl García, destacó que le proyecto está relacionado con materias trascendentes para el desarrollo de un sector dedicado a la actividad agrícola, por lo que esa institución concuerda con las motivaciones que fundamentan la presentación del proyecto por el Ejecutivo.


A juicio de esa institución, históricamente el sector agrícola ha tenido una atención deficitaria por parte de las autoridades y del país en general.  Esto ha producido allí un aumento de la extrema pobreza, que supera a la que afecta al sector urbano y que, desde un punto de vista ético y social, es insostenible.


El Poder Ejecutivo plantea un proyecto de ley que busca remediar esta situación.  No obstante, a la SNA le parece que su enfoque es parcial.  En efecto, las exigencias impuestas por la realidad de este sector en las áreas cultural y social podrían resentir la capacidad operativa de INDAP, al obligarlo a atender áreas que no están dentro de sus funciones y todavía con iguales recursos humanos y materiales, según se dispone en el proyecto de ley que se analiza.


La SNA cree que el problema es serio y hay que afrontarlo.  Estima, sí, que el esfuerzo debiera desplegarse con criterios de descentralización y multidisciplinarios, tal como fuera propuesto en un estudio realizado por este Gobierno al elaborar el mapa de la extrema pobreza que aflige al país.

Hay concordancia con el diagnóstico y la evaluación realizados por la autoridad política, no así con la normativa que ha propuesto para remediar las carencias.  Parece que una mayor carga de responsabilidades a INDAP no es el camino más promisorio para alcanzar los objetivos que se esperan.

El sector rural debe ser atendido en sus demandas sociales y culturales, pero con instrumentos efectivos.

El compromiso de entes públicos y privados, y el apoyo jerárquico en la coordinación operativa, son las bases para la obtención de los fines que se pretenden alcanzar.

El sector agrícola está enfrentado a desafíos extraordinarios con motivo de los avances tecnológicos y de la inserción que han conquistado la agroindustria y los exportadores de productos agropecuarios en el  mercado internacional.

Los pequeños productores y el sector del campesinado requieren, con mayor urgencia que nunca, apoyo para fortalecer su capacidad productiva.

Postula el señor García que es preciso ampliar la cobertura de acción de INDAP más allá de su aporte al proceso productivo primario.  Sin embargo, a su juicio, otorgarle atribuciones para que se encargue del desarrollo social y cultural del sector, es fijar una labor imposible de cumplir con los medios y recursos de que dispone, pese a la capacidad y diligencia de su Director.  Es repetir una intención fallida que el Gobierno anterior ya intentó.

La SNA aboga porque el sector privado sea el encargado de desarrollar la actividad agropecuaria del país, y no un ente estatal.

Respecto de la coordinación en el nivel nacional, estima el representante de la SNA que se ve improbable que ello se logre dando facultades a INDAP, lo que, en definitiva, significará reunir voluntades y organismos distintos para ponerse de acuerdo en tareas exclusivas y encargadas a diferentes servicios públicos.

Por ello, dice, la instancia de coordinación local, a través de los municipios o de los Seremis, es lo más apropiado.

***************

Asimismo, otorgaron su apoyo a la iniciativa los dirigentes de las organizaciones de campesinos, destacando que el campesinado espera que INDAP dé respuesta integral a la s necesidades del sector.  Esperan que su acción no se limite sólo a la asesoría en transferencia tecnológica y crediticia.  Sus aspiraciones se orientan a conseguir el establecimiento de la pequeña industria agrícola; a mantener su independencia, y a aumentar su participación en la toma de decisiones en materias que se relacionan con la esfera de la actividad agropecuaria.

Hay consenso en destacar que INDAP es el único organismo que conoce sus necesidades y en que es conveniente que aumente su campo de acción y sus atribuciones para que atienda a las demandas del total del campesinado, y no sólo a las de los propietarios, en perjuicio de muchos pequeños productores.  A juicio de estos dirigentes, el texto del proyecto interpreta plenamente sus aspiraciones.  Por ello, consideran que el Estado debe dotar a INDAP de capacidad resolutiva, tal como ocurre con la Fundación Chile y con Prochile, que disponen de herramientas legales para impulsar el desarrollo de las áreas de la producción que asesoran.

El ámbito de atención  de INDAP, alcanza a más de 300.000 campesinos, que producen más del 30% del producto agropecuario, pero que, a través de INDAP, cuentan apenas con el 4% del crédito total del país.

***************

El Instituto de Educación Rural (IER), por intermedio de su Director Ejecutivo, dio a conocer su opinión, por medio de un documento que señala:

El IER es una corporación privada sin fines de lucro, creada en 1954, y cuyos objetivos son la capacitación y la formación de los campesinos, la capacitación de los dirigentes y el apoyo de sus organizaciones.

Actualmente, opera entre las Regiones III y X, a través de 10 escuelas técnico-agrícolas, 2 escuelas técnicas no agrícolas, 4 centros de capacitación, un programa de transferencia tecnológica en convenio con INDAP (atiende a pequeños agricultores) y diversos programas de desarrollo, tales como el pescadores-agricultores de Chiloé, el de miniempresas de mujeres en la Región IX, la capacitación agrotécnica de pequeños agricultores, etc.

IER considera que las modificaciones de la ley orgánica de INDAP, propuesta en el proyecto de ley son, en lo principal, la reincorporación de funciones y de facultades que INDAP tenía desde su creación, en 1963, hasta febrero de 1990.

Desde que trabaja en transferencia tecnológica, en convenio con INDAP (en las Regiones III, IV, IX y X), ha planteado al Instituto la necesidad de que la atención a los campesinos beneficiados sea más integral, y no sólo de apoyo agrotécnico, por las siguientes razones:

a) La forma de vida del pequeño agricultor, sobre todo de los más marginales, es mucho más integrada que la del habitante urbano popular.  Las dimensiones personal, familiar, social, económica y, en general, cultural, se realizan en el mismo lugar, con igual entorno físico y humano.  Un proceso que debe acompañar toda iniciativa de ayuda al desarrollo de este sector deber ser el que estimule la autoestima personal y social.

b) El actual programa de transferencia tecnológica (PTT) que implementa el INDAP y las instituciones llamadas empresas de transferencia tecnológica atienden a 40.000 campesinos simultáneamente, con sus respectivas familias.

Es el principal ducto que tiene el Estado de llevar sus servicios hasta los sectores más deprimidos del mundo rural.

Esta red debe ser aprovechada para que otros servicios sectoriales (vivienda, programas de capacitación del Ministerio del Trabajo, salud, educación de adultos, etc.) lleguen en forma integrada a la población objeto de diversos programas y, además, se racionalice el gasto fiscal.

c) Es imposible que el INDAP cumpla su papel de instancia ejecutiva de las iniciativas de la comisión interministerial de desarrollo rural, dadas sus limitadas facultades actuales.

d) Para las organizaciones no gubernamentales que trabajan en este campo, como es su caso, es indispensable contar con una contraparte del sector público, que tenga las  suficientes facultades para dar las respuestas que corresponda, con la amplitud y la oportunidad que se necesita para ser eficiente.

***************


Asimismo, el Instituto de Promoción Agraria, por medio de su representante, expuso sus puntos de vista en el siguiente documento:


El Instituto de Promoción Agraria (INPROA) es una fundación de derecho privado sin fines de lucro, con más de 29 años de existencia al servicio del sector rural campesino.


INPROA, con un equipo multidisciplinario que trabaja en 8 regiones (de la IV a la X), se plantea la elevación del nivel de vida de los campesinos, el estímulo a las organizaciones, la formación de dirigentes dentro del contexto de un desarrollo de tipo integral.  En tal sentido, INPROA impulsa una estrategia de progreso de áreas, como polos de desarrollo en el nivel de comuna rural.  Su ámbito es amplio y variado en programas sociales: formación, salud, vivienda, trabajo con mujeres y jóvenes, trabajo con mapuches, etc.  En el área productiva económica, INPROA desarrolla acciones de capacitación tendientes a crear una mentalidad empresarial campesina (gestión empresarial, comercialización, procesos agroindustriales). Implementa, con organizaciones campesinas, formas asociativas para la instalación de empresas de comercialización y agroindustriales.


En materia tecnológica, desarrolla programas de transferencia tecnológica con INDAP (como la Empresa de Servicio de Transferencia Tecnológica), y con programas propios en diversas Regiones.


INPROA se complace con la presentación del proyecto de ley que modifica la ley 18.910, Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP), y agradece la oportunidad que se le otorga de opinar sobre dicha materia.


El fundamento de apoyo a dicha modificación se basa en lo siguiente:


1.-  En Chile conviven hoy dos agriculturas; la agricultura moderna, capitalizada, tecnologizada, eficiente, fundamentalmente exportadora, y la agricultura familiar, campesina, en crecimiento aún insuficiente, por diversos factores, como entre otros, deficiencias en el nivel educacional, falta de asistencia técnica, de capitales, de crédito, de mecanismos de comercialización, de agroindustria de transformación y conservación, de capacitación y asesoría en materia empresarial y de formas asociativas que le permitan una debida inserción en el sistema de mercado imperante.


2.-   El país registra aún un 40% de pobres, que se encuentran ubicados en los cordones de pobreza de las grandes ciudades y fundamentalmente en el sector rural.

De las 154 comunas más pobres, 117 son rurales, 31 son mixtas y 6 son rurales.

3.-  La tendencia general, no sólo en Chile, es la aplicación de programas que omiten al sector rural o se plantean para el sector urbano, pretendiendo extenderlos al sector rural sin hacer diferencias frente a las muy distintas realidades existentes.

4.-  La heterogeneidad del sector rural plantea una situación difícil de abordar, por lo que se hace imprescindible contar con un ente orientador y ejecutor de políticas, con plenas facultades para intervenir en el sector.

5.-  Los cambios cualitativos y cuantitativos operados en el sector rural en los últimos 25 años exigen la aplicación de programas de acuerdo con la época y con las condiciones en que se vive.

El Instituto de Desarrollo Agropecuario es la única institución estatal que se preocupa del desarrollo del campesino.  Sin embargo, su actual ley orgánica resulta insuficiente para provocar un crecimiento en consonancia con el desarrollo de la agricultura moderna y del país.  Más insuficiente aún resulta su estructura orgánica como instrumento para erradicar la pobreza rural, que afecta a la mayor parte de la población del sector.

En efecto, no es posible logra el desarrollo de un sector tan heterogéneo, como lo es el sector rural, en las condiciones restrictivas de la institución que debe promoverlo.  Parceleros de la reforma agraria, pequeños propietarios tradicionales, comuneros (especialmente en al IV Región), agricultores de secano, minifundistas, medieros y las distintas etnias, no caben dentro de la definición actual de beneficiarios del INDAP, siendo todos parte de la agricultura familiar campesina.  Por otra parte, si se tiene en cuenta que esta agricultura campesina corresponde al 30% de la superficie agrícola del país, que produce aproximadamente el 50% de los alimentos primarios, pese a las condiciones en que funciona, tendrá que convenirse en que ella representa una gran potencialidad productiva, que es preciso desarrollar, primero, por sus gentes, que viven en condiciones poco dignas y, segundo, por el crecimiento económico que ello implica y en consecuente mejoramiento de la calidad de vida, no sólo del sector, sino del país.

Sin embargo, no basta con ampliar la cobertura de beneficios.  Es necesario facilitar mecanismos que permitan ir más allá del estricto desarrollo productivo.  Es necesario fomentar los procesos de gestión empresarial, la industrialización de productos primarios que permitan agregar valor a los mismos, la comercialización, el crédito y las formas asociativas que faciliten a esta agricultura familiar su inserción con el sistema de mercado en condiciones razonables.

Todo ellos implica una evolución cultural y un desarrollo social imprescindible.

Dos aspectos requieren atención especial en el desarrollo del sector:  la mujer y los jóvenes.  En el campo, encarnan hoy buena parte de la potencialidad de la agricultura campesina.

En efecto, la mujer, en el campo, desde hace más de una década, ha demostrado ser un factor de estabilidad en la familia campesina y la principal transmisora de los mejores valores y tradiciones, a la vez que ha probado capacidad para insertarse crecientemente en diversos procesos productivos.  Por otra parte, la frustrada juventud rural de hoy constituye una esperanza cierta de un salto cualitativo de la agricultura campesina.  Los jóvenes constituyen la generación de reemplazo, que posee una característica especial.  A pesar de haber adquirido una educación diseñada para jóvenes urbanos, inadecuada para sus propósitos, ella los coloca en una situación  preponderante, ya que, con todo, poseen un nivel educativo inmensamente superior al de sus padres y, por tanto, los habilita para adquirir con velocidad y efectividad cualquier tipo de capacitación, en cuanto a innovar procesos y procedimientos de producción, gestión, comercialización e inserción en el medio.

Otro aspecto por considerar es la vinculación del campesinado con los distintos sectores de donde éste demanda servicios.

La incorporación del campesinado en la vida nacional ha implicado una demanda creciente de servicios que se acerca día tras día a la demanda de la población urbana.

INDAP no puede pretender cubrir toda esa inmensa gama de servicios.  Sin embargo, puede y debe prestar el servicio de vinculación antes señalado.

Un último aspecto que ha de considerarse es la cobertura de una población rural nueva en el país.  Se trata de los cordones de pobreza que rodean las grandes ciudades, enclavadas en zonas de producciones intensivas, especialmente frutícolas, como Buin, Paine, San Francisco de Mostazal, etc.  Todas ellas nutren a la gran agricultura con mano de obra de temporada.

Sin pretender que INDAP cubra el aspecto laboral de aquellos trabajadores, es dable esperar que aborde el problema de los habitantes del sector y promueva su desarrollo, en cuanto al mejoramiento de su calidad de vida a través de actividades como microempresas y de desarrollo vinculado a sus respectivas comunas.

Además, este organismo dejó, como documento atinente a su gestión, una publicación sobre “Comunas rurales en Chile, pobreza y necesidad de desarrollo.”

***************

Cabe destacar que, en el estudio y en la discusión general, la Comisión contó con el apoyo documental necesario, proporcionado por el Director del INDAP.  Se informó sobre los programas de transferencia tecnológica de INDAP, de sus estados financieros a diciembre de 1991, de su marco de acción y programación para el año 1992 y de su actual organización.

CONSTANCIA.

Se deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que la Comisión estimó dar por superada la exigencia contenida en el inciso segundo del artículo 212 del Reglamento.

IV.  ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

La Comisión estimó que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda las modificaciones contenidas en las letras C) y D) del proyecto.

V.  ARTÍCULOS QUE NO HAN SIDO APROBADOS POR UNANIMIDAD.

Se encuentra en esta situación el artículo único del proyecto.

VI.  SÍNTESIS DE LAS OPINIONES DE LOS DIPUTADOS CUYO VOTO HA SIDO DISIDENTE DEL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACIÓN GENERAL DEL PROYECTO.

No hubo opiniones disidentes en la votación general del proyecto.

VII.  DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO.


A.-  Discusión general.


Durante la discusión general, luego de compartir los fundamentos que propician conceder un apoyo efectivo a los sectores más deprimidos de la actividad agrícola del país y de recoger las opiniones de los diversos sectores, todos los cuales se pronunciaron favorablemente a la iniciativa, se produjo consenso en el seno de vuestra Comisión sobre la necesidad de legislar en la materia.


Por estas consideraciones, la iniciativa legal en informe fue aprobada, en general, por la unanimidad de los señores Diputados presentes.


B.-  Discusión particular.


Durante la discusión en particular del artículo único, se analizaron diversas indicaciones tendientes a complementar sus disposiciones, en consideración a los antecedentes tenidos a la vista durante la discusión en general.


Se acogieron las siguientes indicaciones:


De los Diputados señores Melero y Recondo, para reemplazar la expresión inicial contenida en el artículo único, por la siguiente:


“Artículo único.-  Modifícase la ley Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, contenida en el artículo 1º de la ley Nº 18.910, en la siguiente forma: “


-Fue aprobada por unanimidad.

Letra A)


-Se aprobó por mayoría de votos.


-Asimismo, se aprobó, por unanimidad, una indicación del Diputado señor Letelier, para intercalar, entre las palabras “tecnológico” e “y”, la frase “de comercialización”.

Letra B)


Respecto del artículo 3º, se acordó votar en forma separada cada uno de sus numerales:


-El numeral 1) se aprobó en forma unánime.  Por mayoría de votos, se acogió una indicación de los Diputados Melero y Recondo, para intercalar, entre las palabras “necesario” y “para”, la frase “en coordinación con los organismos públicos competentes”.


-El numeral 2) se aprobó por mayoría de votos, sin indicaciones.


Respecto de este numeral, se acordó aplicar la disposición contenida en el artículo 15 del Reglamento Interno de la Corporación, para eliminar la conjunción “o” que aparece entre los vocablos “productivas” y “que”, por tratarse de un error de transcripción.


-El numeral 3) se aprobó por mayoría de votos.


-El numeral 4) se aprobó por asentimiento unánime.


-Respecto del numeral 5, se formularon dos indicaciones a su texto:


De los Diputados señores Alamos, Galilea, Melero, Recondo y Rodríguez, don Claudio, para suprimir la frase “otorgar subsidios para fines productivos” y reemplazarla por “otorgar los subsidios que la ley disponga para fines productivos”.


-Fue aprobada por unanimidad.


De los Diputados señores Galilea, Matta, Melero, Munizaga y Recondo, para reemplazar la palabra “bienestar” por “desarrollo”.


-Fue aprobada por mayoría de votos.


-El numeral 6) se aprobó por unanimidad.


-El numeral 7) se aprobó en forma unánime.

Letra C)


Respecto de las modificaciones contenidas en esta letra, se acordó dividir la votación.


-La letra e) se aprobó por mayoría de votos y, en la misma forma, se acogió una indicación de los Diputados señores Acuña y Letelier, para eliminar la frase “de Presupuestos”.


-Las letras h) e i), se aprobaron por mayoría de votos.

Letra D)


Respecto de la modificación contenida en esta letra, vuestra Comisión, reconociendo las expectativas de los campesinos, que aspiran a cambiar la forma actual de pago de sus créditos, abogó por la perfectibilidad de esta norma.  Por ello, se solicitó del representante del Ejecutivo, que S.E. el Presidente de la República, en uso de sus atribuciones, formule una indicación que dé a los campesinos mayores garantías en el pago de sus compromisos.


-Sometido a votación, se aprobó por mayoría de votos el precepto contenido en el mensaje del Ejecutivo.

Letra E)


-Se aprobó por mayoría de votos.

Letra F)


-Se aprobó por mayoría de votos.

***************


Por las consideraciones anteriormente expuestas y por las que, en su oportunidad, os dará a conocer el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Agricultura, Desarrollo Rural y Marítimo os recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY


ARTÍCULO ÚNICO.-  Modifícase la ley Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, contenida en el artículo 1º de la ley Nº 18.910, en la siguiente forma:


A) Sustitúyese el artículo 2º por el siguiente:


“Artículo 2º.-  El Instituto de Desarrollo Agropecuario tendrá por objeto promover el desarrollo económico, social, tecnológico, de comercialización y cultural de los pequeños productores agrícolas y de los campesinos, en adelante sus beneficiarios, contribuyendo a elevar su capacidad empresarial, optimizar el uso de los recursos productivos y su integración al proceso de desarrollo rural.”

B)  Sustitúyese el artículo 3º por el siguiente:

“Artículo 3º.-  Para el logro de los objetivos señalados, el Instituto podrá desarrollar, especialmente, las siguientes funciones:

1. Otorgar asistencia crediticia a sus beneficiarios, pudiendo ésta extenderse al financiamiento del enlace necesario, en coordinación con los organismos públicos competentes, para la construcción y mejoramiento de la vivienda rural y sus servicios básicos.

2.  Otorgar asistencia crediticia a las organizaciones de sus beneficiarios, con personalidad jurídica, que desarrollen programas o actividades productivas, que desarrollen programas o actividades productivas que impliquen beneficio directo a los sectores rurales.

3.  Proporcionar asistencia técnica y capacitación a sus beneficiarios, tanto en los aspectos productivos como en todos los que constituyen sus objetivos propios.

Para este efecto, administrará subsidios o líneas de crédito destinados a contratar directamente estos servicios en el sector privado, pudiendo otorgarlos el Instituto, en forma subsidiaria, a título gratuito u oneroso.

4. Formular, coordinar y ejecutar programas de desarrollo rural o prestar asistencia técnica y crediticia en la formulación o ejecución de dichos programas y, especialmente, en lo relativo al mejoramiento de los canales de comercialización, acceso al consumo o industrialización.  Dichos programas podrán comprender acciones conjuntas con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas.

5.  Otorgar los subsidios que la ley disponga para fines productivos, obras de desarrollo rural o para atender situaciones de emergencia en el sector rural.

6.  Cumplir las funciones de regulación de la propiedad indígena en conformidad a la ley Nº 17.729 y al decreto ley Nº 2.568, de 1979, y

7.  Ejecutar todos los actos y celebrar todas las convenciones necesarias para el cumplimiento de sus objetivos y funciones propias y los demás que les fijen las leyes.”

C)  Reemplázanse las letras e), h) e i) del artículo 5º por las siguientes:

“e)  Conceder los aportes, subsidios o subvenciones que autorice la ley.”

“h)  Celebrar toda clase de convenciones con personas naturales o jurídicas, de derecho público o privado, nacionales o extranjeras, para la ejecución de acciones de apoyo a las funciones propias del Instituto, desarrollar programas de trabajo comprendidos dentro de dichas funciones o para realizar estudios técnicos o de factibilidad que tengan relación con sus fines y objetivos.”

“i)  Administrar los bienes y recursos del Servicio.

Administrar, además, los bienes y dineros que provengan de los convenios que celebre el Instituto, aplicándolos al cumplimiento de los programas específicos de dichos convenios.

Tales bienes y dineros quedarán adscritos al correspondiente programa y no ingresarán al patrimonio del Instituto, salvo que en el respectivo convenio así se hubiere estipulado.”

D)  Reemplázase el artículo 8º por el siguiente:

“Artículo 8º.-  Los créditos que otorgue el Instituto lo serán en las mismas condiciones que las operaciones que realizan bancos e instituciones financieras.”

E)  Reemplázase el inciso primero del artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.-  Las liquidaciones practicadas por el Director Nacional de las obligaciones a favor del Instituto de Desarrollo Agropecuario, provenientes de los créditos que se hayan hecho exigibles, tendrán mérito ejecutivo.  El Director Nacional podrá delegar esta función en funcionarios del mismo Instituto.”

F)  Intercálase, en el artículo 13, entre las definiciones de “pequeño productor agrícola” y de “hectárea de riego básica”, la siguiente:

“Campesino:  La persona que habita y trabaja habitualmente en el campo, cuyos ingresos provengan fundamentalmente de la actividad silvoagropecuaria realizada en forma personal, cualquiera que sea la calidad jurídica en que la realice, siempre que sus condiciones económicas no sean superiores a las de un pequeño productor agrícola y de las personas que integran su familia.”

[image: image1.wmf]
Se designó Diputado Informante al señor RODRÍGUEZ GUERRERO, don Hugo.


SALA DE LA COMISIÓN, a 20 de mayo de 1992.

Acordado en sesiones de fechas 15 de abril, 6, 13 y 20 de mayo de 1992, con asistencia de los Diputados señores Melero (Presidente); Acuña, Alamos, Galilea, Jara Catalán, Letelier, Munizaga, Naranjo, Recondo, Rodríguez Guerrero, Rojas, Sabag, Taladriz y Vilicic.

MIGUEL CASTILLO JEREZ,

Secretario de la Comisión.
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